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Recurso de agravio constifucio¡al interpuesto por don Pablo Rivera Careño contra la
Icsolüción de fojas 310, de I I de marzo de 2016, expedida por la Sogunda Sala Civil de
la Cortc Supcrior de Jüsticia de Lambayeque, que declaró improcedente la demanda de
autos.

FUND NIEN I'OS

Ln la sentencia emitida cn cl Expediente 00987 2014-Pd/TC, publicada en el d:alo
oficlal lll Peruano el 29 dc agosto de 2014, este Tribu¡al estableció, en el
fundamcnto 49, con carácter de prcccdente, que se expedirá scntcncia interlocutorra
dcnegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente algxno dc ios siguientes
supueslos, que igualmc¡te cstán contenidos l:n cl artículo I t del Rcglamento
Nonnativo del Tribunal Constitncional:

a) Carezca dc fundamentación la supuesta vulneracióD que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial

trascendcncia constitucional.
c) La cuestión de De¡ccho invocada contradiga un precedente del Tribunal

nstitücioD¿l
c haya dccidido de manera dcscstimato.ia en casos sustanci¿lmente iguales

Irn !a scntcncia cmitida en el Expcdicnte 04406 2013-PA/TC, publicada cl 7 de
novicmbre de 2014 en cl portal web rnstitucional, el Tribunal Constitucional declaró
improccdcntc la demanda dc amparo, por considcrar que se intcrpuso ante un
juzgacb quc carccia de competencia por ¡azól1 del ter¡ito o. Ello, de confo¡¡idad
con lo dispueslo en el arrículo 5l del Código Procesal Constitucional, el cual
establece que es compctenle para conoccr los procesos de amparo, habeas data y
cumpiimiento, cl juez civil o mixto del lugar donde sc afectó el derecho, o donde
tieire su domicilio pnncipal el afectado, a clección del dcmandante. En el citado
articulo sc precisa, además, que no se admite la prórroga dc la competencla
tcnilorial, bajo sanción de nulidad dc todo lo actuado.

l. Ill prcscnle caso cs sustancialmente igual al ¡esüelto, de manera desestimato¡ia, en
el Expedientc 04,106-2013-PA/TC, toda vez que el lugar donde se habría alectado el
dcrccho co¡slitucionai invocado es la ciudad de Lima, pues aquí ft¡eron emitidas las
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resoluciones cuestionadas que le denegaron su solicitud de pensión de jubilación dcl
Rógimcn de Construcció¡1 Civil (folios 2 y 3); por otro lado, del documento
nacional dc idcntidad (folio 1), se aprecia que el domicilio principal del accionante
está ubicado cn el distrito de Pariñas, provincia de Talara, región Piura. Sin
embargo, la demanda ha sido intc¡pucsta ante el Tercer Juzgado Civil dc Chiclayo,
cs dccir, arlte r¡n juzgado que resulta incompetentc por razón del te¡ritorio.

4. En consccucncia, se veifica que el recurso de agravio constifucional incurre cn Ia
causal de rechazo prevista e¡ el acápite d) del fundamento 49 de la senrencia
rccaída en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso d) del artículo 1l del
Reglamento No¡Dativo del Tribunal Constifucional. Por esta razón, corresponde
declarar, sin más trámitc, improcedente el recurso de agravio constitr¡cional.

Por cstos ñrndamentos, el T¡ibunal Constitucional, co¡1 la autoridad que le confiere Ia
Constitución Politica del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magjstrado Fe¡reio Costa,
Adernás, sc incluye el l'undamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notifiquese.
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAcIsTRADo ESPINoSA-SALDAÑA
BARRIRA

Estoy de acuerdo con el sentido de lo tesuelto en la piesente resolución; sin embargo,

con5idero neccsano elecluar Ias sigu,enle. precisione§:

L En varios subtítulos y fundamentos jurídicos encuentlo prescnte una conlusión de

carácter conceptual, que se repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal

Constitucional, la cual consiste en utilizar las explesiones "afectación",
"intervención" o similates, para hacer a tefercncia ciertos modos de injerencia en el

contenido de derechos o de bienes comtitucio¡almente protegidos, como sinónimas

de "!esión". "violación" o "vulneración".

2. En rigor conceptual, ambas nociones son difcrentes. Por una paÍe, se hace

ref¡rencia a "inle¡venciones" o "afectaciones" iusfundameütales cuando, de manera
genérica, existe alguna forma de incidencia o injerencia en cl contenido
constitucioÍalmente protcgido de un derecho, la cual podria ser taDto una acción

como una omisión, pod a tcner o no una connotación negativa, y podría tratarse de

una injerencia desprcporcionada o no. Asi visto, a modo de ejemplo, los supuestos

de restricción o limitación de derechos ftrndamentales. así como muchos casos de

delimitación del contenido de estos derechos, pueden ser considerados Prima facie,
es decir, antes de analizar su legilimidad constitucio[al, como formas de afectación

o de intervención iusfundamental.

3. Por otra parte, sc aludc a supuestos de "vulncración", "violación" o "lesión" al

contenido de un dorecho fundamental cL¡ando estamos ante intervcnciones o

afectacio¡es iusfundamentales negativas, directas, concretas y sin una justificación
razonable. Por cierto, calificar a tales afeclacioncs como negativas e injustificadas, a

la luz de su incidencia en el ejercicio del dc¡echo o los derechos alegados,

presupone la realización de un análisis de mérito sob¡e la legitimidad de la
interferencia en ei derecho.
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VO'[O SINGUI,AR DI.]L MACIISTRADO FERRIiRO COSl'A

Con la potcstad que me otorga la Constilución, y con el mayor respeto por la ponencia
dc mi colega n]agistrado. cmito el preselte voto singular, para cxpresa¡ rcspctuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SINTI]NCIA INTERLOCUTORIA DINEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación cxpongo:

(lo\sr l ( to\,\t. co[¡o (oRtlr DIi REvrsrór o ¡ar.r,o t'\o DIi

LXP. N.. 029t9-2016-PA/TC
I-AMBAYEQTJE
PABLO RIVERA CARREÑO

¡]L'I.RIBIi\AI
CASACIÓN

I-a Conslilución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales oomo
instancia de casación y la Constitución de 1993 conviñió al T bunal Constitucional
en inslancia de l'allo. La Consti¡ución del 79. por primcra vcz cn nuestm hisloria
co[stitucional, dispuso la creación de un órgano ad ]oc. independiente dcl Poder
.ludicial, con Ia tarca dc garantizar la supremacía conslil¡Lcional y la vigencia plena
de los derechos iundarnentales.

2. l,a l-cy Fundamental de 1979 cstablcció que el T¡ibunal de Carantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitr¡ción, que tenía ju sdicción
cn lodo cl tcrrilolio nacional para conocer, en tía de casación, de los habeas corpu-s
y amparos dencgados por el Podcr Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constiluia una inslancia habilitada para lallar en forma dcfinitiva sobre la causa. Es
dccir. no sc pro¡unciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lcsión a los
Llcrtrlru. rc..rrr¡.iJ.,s cn l¿ Ccnstirucion.

3. lln csc scDtido, la Ley 23385, Ley Orgánica del l'ribunal dc Garantías
Constitucionales, vigente cn csc momento, estableció, en sus afículos 42 al 46, quc
dicho órgano, al encontrar una resolución dcnegatoria que ha violado la ley o la ha
apLicado en lbrma errada o ha incurrido en gravcs vicios procesales en ia
tramjlación y reso[¡ció[ de la demanda, procedcrá a casar la sentencia y, luego de
scñalar la dciicicncia. devolverá los actuados d la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamicntos.
procedimiento clue. a todas luccs. dilataba e¡ exceso los procesos constitucionalcs
rllC11CiOl1adOS.

'1. Ill modelo de tutcla ante amenazas y vulneración de dcrcchos fue seriamente
üodillcado en la Conslitución dc 1991. Ln primer lugar, se amplian los
nlccanismos dc trüela de dos a cuatro. a sabet, hdbeas cotpus, a:ñpañ, hdbeas datd

J- acciór1 de cumplimienlo. En scgundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
oomo órgano dc control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica eÍó[eamente como "órgano de control de la Constitución". No obstanle, en

ilffiilt

lw



w"
TRIBI.,'NAL CONSTITUC!ONAL

matcria dc proccsos coDstitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'I¡ibuÍral Conslilucional es iI1slancia de revisión o 1¡llo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Peru, en su articulo 202, inciso 2,
prcscribc quc corrcsponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úllima y
defi itiya instancid, las resol ciones denegatorias dictada.t cn los procesos de

habeus corpus, dmpLtro, habedr^ ddla I acci(tn de cumplim¡ento". Esta disposicion
coüstitucional, desde una posición de lianca tutela de Los derechos fundamentalcs,
cxigc que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima ancnazado o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y del Ilstado (a¡lículo l), y "la obsencrncid del debido prcceso y futcla
jlrisdiccional. Ningund persond puede set de¡,íada de la jurisdicción
Predetermi adu por ld ley, ni sometida a procedim¡ento distifito de los pteria ente
establecidos, ni juzgadu por órganos jurisdiccionales de excepc¡ón ni pot
comisíones especia!les creadds ul efecto tualquiera sea str denominación",
oonsagrada cn cl artículo 139, inciso 3.

(lonro se adviene. a dil'erencia de 1o que aoontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene Iugar po¡ la \'ía del certiorat i
(Suprcma Corte dc los [stados Uridos), en el Pe¡ú el Poder Constituye¡te optó po¡
un irrgano suprcmo dc interpetación de la Comtitüción capaz de ingresar al londo
en los llamados procesos dc la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtcnido una
prolecciói de su de¡echo en sedc del Poder Judicial. En olras palabras, si lo que
cstá en discusión es la süpuesta amenaza o lesión de un derecho lündamental, sc
dcbc abrir la vía correspondiente para que el lribunal Constitucional pueda
p¡onunciarse. Pero la apertura dc esta vía solo se produce si se permitc al
pcticioDanle colabo¡¿rr con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
.rrrali.i. Jc lo quc.c prc cndc. de lo que se inruca.

7. Lo collstitucional es escuchar a la pañe como concretización de su derecho
irrenunciable a Ia defensa; además, un T bunal Constitucional constituye el más
electivo medio dc dcfbnsa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el triunfo de la justicia lienle a la
arbitraricdad.

ililil
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Ll- DuRuctto a sER oiDo coNto )l^\IrEST,\ctó\ D¡t t.A DItNlocR.\TIZ^cIó\ DE Los
I'Ro( usos CoNSl trtrclo¡"at-[s DE LA LIBERIAD

Il. La administración de justicia constitucional de la libenad que bdnda el Tribunal
Constitucional. dcsdc su cleación! es respetuosa, como conesponde, del derecho de
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dclcnsa inhelente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las dcbidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

dcrcrn,irren .'rs derc.h.rs. intcre.es ¡ obligccioncs.

9. Precisamente, mi alcjamicnto respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡calizamc audicncia de vista está relacionado con la defensa. la cual. sólo es

c1¡cliva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, dc manera cscrita y
oml, los argun]c¡]tos pcrtincntes. concretándose el principio de inmediarión que
dcbc rcgir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de admiDistnr juslicia constituye una manifestación del poder que cl
Ilstado ostenta sobre las pclsonas. su cjercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estriclo respeto de los derechos inherentes a todo ser humaDo, 10 q!¡e

incluye el dcrccho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pa¡ticipación directa de las partes, en del'ensa de sus intereses,
que se conccdc cn la audicncia dc vista, también constituye un clemento quc
democratiza ei proceso. De Io contmrio, se decidi a sobre la es1¡ra de interés de

uDa peNona sin permitirle alegar lo corespoDdiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el l¡ibunal Constitucional tiene el deber
ineludiblc dc optimizar, cn cada caso concrcto, las razones, los motivos y los
argumentos qLle juslilican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional sc
lcgitima no por scr un tribunal dc justicia, sino por la justicia de sus mzones, por
cxpresar de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes cn cada
caso que resuelve.
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I 2. lir csc scnlido, la Corte Inleramericana de Dcrechos I Iumanos ha establecido que el
derecho de delénsa "obliga tl Estddo a lrdtar al inrlit,iduo en todo momento como
un tercladero .rujefo del proceso, efi tl mar dmpl¡,' s¿nl¡Ju dc ¿ll¿ cúnct'plo, y no
simplemente como ohjeto del mi.tno"t,5 quc "fard que exista Jebilo proteso legal
as preciso que un .juslíciable pueda hacer ralet sus derechos y de/¿nder .tu\
intcteres efi^lor d efcctiva y en condiciones de igualddd proce:'ctl con (tros
.¡usticiables'".

I Corle IDH. Caso Barrelo Leiva vs. Venezuela- sentencia del I7 de noviembre de 2009
párralb 29.

' Co.t" lDll. Caso llilai¡e, Constanti¡e y Benjamin y otros vs. Tinidad y l'obago,
sentencia del 21 de junio de 2002, párrafo 146.
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13. El modelo de "inslancia de lallo" plasmado en la Conslilución no puede ser
desvinuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposicioncs. Dicho fribunal es su inté¡prctc supremo, pc¡o no su reformador, toda
vcz quc corno órgano constituido también cstá somctido a Ia Constitución.

14. Cuando sc aplioa a un proceso constitucional de la libertad la denominada
'scnlencia interlocutoria". el recuÉo de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el I ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalilicar" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad oon los articulos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, el
Tribr¡nal Constitucional no "concede" el recurso. Esta cs una competencia dc la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
IiAC l pronunciarse sobre el fondo. Por cndc, ¡o le ha sido dada la competencia de
¡ech¿rza¡ dicho recurso. sino por el contraio de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio quc lc causa indcl'ensión.

16. Por otro lado. la "scntcncia interiocutoria" establece como supuestos para su
aplicación 1órmulas imprecisas y amplias cuyo conteddo, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concrctado en supuestos especílicos, a saber,
identilica¡ en qué casos sc aplicaria. No hacerlo, no deñnirlo, ni justilicarlo,
convierte el empleo de la precitada sentcncia en a¡bitra o, toda vez que se podria
¡fcclar. entre otros, el derecho lundamental de dcfcnsa. e¡ su manil'estacióI1 de ser
oido con las debidas garantías, pues ello da a lugar a decisioncs subjetivas y
carcnles de predictibilidad. alictando notablemente a los justiciables, quiencs
tendrÍan quc adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. I)or kr demás, mttdlít ñú¡1 dis, el ptecedente vinculante coDtcnido en la Scntenüia
00987-201¿l PA/'IC rcpite 1o señalado por el Tribunal Constitr¡cional en otros
lállos. corno en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/'|C). Del mismo modo. constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.
r,ías paralclas. litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, elc.).

18. Sin emba¡go, el hecho de que los procesos constituoionales de la ljbertad sean de
una naturalcza procesal dislinla a la de los procesos ordinarios no constituye ün
l¡olivo para quc se pucda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
conslitucional.
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I9. Por tanto, si se tiene en cuel1la que la iusticia cn scde constitucional representa 1a

íLltima posibilidad para proteger y reparar los der-echos fundamentalcs de los
agraviados, voto a Iávor de que en el presenle caso se convoque a audiencia para la
vista, lo clue garantiza que el Tribunai Constitucional, en tanto instancia última y
dclinitiva. sca la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

dcrechos esenciales cuando no cncuentran justicia en el Poder Judicial:
cspccialnlenle si se tiene en cuenla que, agolada la via constitncional, aljusticiable
solo lc qucda el camino de la jurisdicción internacional de protección dc derechos

20. Como allrmó Raúl |crre¡o Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una dci¡nsa total de la Constitución, pues si loda garantía constitt¡cional
entraña el ¿cceso a la prestación jurisdiccional, cada cual ai defende¡ su dcrecho
está dele¡dicndo cl dc los dcmás y el de ia comunidad que resulta oprimida o
cnvilecida sin la prolección judicial auténtica".

l,lil ll
EXP. N.' 02919,2016-PA,TC
LAMBAYEQUI]
PABI-O R]VERA CARREÑO

S

l'URRERO COS'l'A tWrttff,l{7
Loq o:


